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AC5989-2016
Radicación n.° 68001-31-03-002-2007-00213-01
(Aprobado en sesión de diecinueve de julio de dos mil dieciséis)

Bogotá, D. C., nueve (9) de septiembre de dos mil dieciséis (2016)
Decide la Corte el recurso de reposición formulado contra la providencia dictada el 31 de marzo de 2016, mediante la cual se inadmitió la demanda presentada para sustentar el recurso extraordinario de casación. 

I. ANTECEDENTES

1. Humberto Serrano Rodríguez demandó a Lucía Martínez de Monsalve para que se declarara que le pertenece el dominio pleno y absoluto de una parte del predio conocido como «Granja Covadonga» localizado en La Mesa de Ruitoque de la jurisdicción del municipio de Girón (Santander) y se ordenara la restitución del terreno, junto con los frutos naturales y civiles que se hayan producido desde el 20 de febrero de 1988. 

2. En fallo de 14 de marzo de 2014 el a quo declaró probada la excepción que se denominó «el demandante no reúne las condiciones para ser sujeto activo o titular de la acción reivindicatoria que demanda» y negó las pretensiones, porque no se acreditó que el actor era dueño del inmueble objeto de la reivindicación, bien que tampoco fue identificado. 
3. Apelada esa decisión por el demandante, el Tribunal la confirmó mediante sentencia de 10 de diciembre de 2014, porque el convocado posee el predio desde hace 44 años y, por lo tanto, tenía mejor derecho que el promotor del juicio.  
4. El accionante recurrió en vía de casación y formuló dos cargos, con sustento en las causales quinta y primera del artículo 368 de la normatividad adjetiva. 

En la primera acusación se denunció el fallo porque se configuró la nulidad regulada en el numeral 6 del canon 140 del Código de Procedimiento Civil, debido a que no se decretó de oficio una inspección judicial al terreno, medio probatorio que era necesario para establecer que el predio denominado «Villa Lucía» no formaba parte del lote conocido como «Covadonga». 
En el segundo cargo se atribuyó a la sentencia la violación «directa» de los artículos 948, 950, 952, 953 y 954 del Código Civil, por errores fácticos en la valoración de las pruebas, pues el Tribunal dejó de apreciar algunas y se equivocó al fundamentar el fallo en unos elementos persuasivos que no eran pertinentes para acreditar los hechos en debate. 

5. Mediante auto proferido el 31 de marzo de 2016, la Sala declaró inadmisible la demanda y, en consecuencia, desierto el recurso. 
Como fundamento de esa decisión se consideró que la primera acusación no debió fundamentarse en la causal quinta de casación, sino en la primera, por la vía indirecta, como consecuencia de error de derecho, que se configura cuando el funcionario judicial incumple el deber de decretar pruebas de oficio, pero que aún de entender que dirigió la acusación por esa senda, el cargo no cumplió con los requisitos legales, porque no se citaron las normas de disciplina probatoria infringidas por el sentenciador, ni se explicó la forma en la que fueron quebrantadas; además, se concluyó que la inspección judicial no es una prueba que deba ser decretada forzosamente en los juicios reivindicatorios. 

Frente al segundo cargo se consideró que no se demostró de qué manera se estructuró el supuesto yerro, si fue por alterar o cercenar los testimonios, como tampoco se realizó la labor de contraste entre lo que revelaban estas pruebas y el análisis que sobre ellas hizo el fallador; ni se explicó en qué consistió la equivocación del ad quem en la labor de apreciar los medios probatorios en los que sustentó su decisión. 

6. El actor formuló reposición en contra de la anterior providencia y adujo que los argumentos expuestos por la Sala «son meramente subjetivos y sin fundamento claro», porque se dijo que la acusación debió dirigirse a través de la causal primera de casación, por violación indirecta de la ley sustancial y no por la quinta, cuando «en fallos anteriores se admita por esta causal quinta de casación casos iguales, cuando no se decreta una prueba que es fundamental para el proceso y ahora se haga exigencias de manera inconcebible, la causal es clara y se configura cuando no se decreta una prueba». 
Se reprochó la decisión de segundo grado, porque no se decretó de oficio una prueba, «incuria del juez que determinó que el fallo de mi poderdante estuviese revestido de ilegalidad» 

En el segundo cargo se especificó el yerro en el que incurrió el juzgador de instancia, porque no aplicó las reglas de la sana crítica y de la experiencia. 

Vencido el término para interponer el recurso de reposición, el demandante allegó un escrito mediante el cual dijo «adicionar» los argumentos iniciales y que consideraba de «vital importancia». 

II. CONSIDERACIONES

1. Es preciso reiterar -tal como se señaló en el pronunciamiento que es objeto de crítica- que la sustentación de la demanda de casación debe cumplir con un mínimo de requerimientos formales para su admisión, cual lo reclaman los artículos 374 del Código de Procedimiento Civil y 51 del Decreto 2651 de 1991, y lo ha manifestado esta Corte en invariable jurisprudencia. 

En ese sentido, se ha explicado que «…relativamente a tales requisitos, el artículo 374 del C. de P. C. establece que la demanda que recoja la acusación debe contener por separado la formulación de los cargos contra la sentencia recurrida; además, explicitar los fundamentos de cada acusación, proceder que corresponde asumir en forma clara y precisa» (CSJ AC, Auto 12 May. 2009, Rad. 2001-00922-01).

Sobre lo anterior, conviene memorar lo sostenido por la doctrina jurisprudencial de esta Corporación conforme a la cual la carga procesal atribuida al recurrente «reclama que su crítica guarde adecuada consonancia con lo esencial de la motivación que se pretende descalificar, vale decir que se refiera directamente a las bases en verdad importantes y decisivas en la construcción jurídica sobre la cual se asienta la sentencia» (CSJ SC, 19 Dic. 2005, Rad. 7864; CSJ SC, 9 Abr. 2008, Rad. 2000-00435; CSJ AC, 29 Jul. 2010, Rad. 2005-00366).

2. Las anteriores aclaraciones resultan necesarias para desvirtuar la afirmación de la recurrente, según la cual la demanda cumplió con los requisitos establecidos en el artículo 374 de la normatividad adjetiva, cuando por el contrario, el promotor del recurso extraordinario incurrió en las deficiencias señaladas por la Corte.  

En efecto, de acuerdo con la disposición normativa citada, la demanda de casación deberá contener: 

2. La formulación por separado de los cargos contra la sentencia recurrida, con la exposición de los fundamentos de cada acusación, en forma clara y precisa. Si se trata de la causal primera, se señalarán las normas de derecho sustancial que el recurrente estime violadas. 
Cuando se alegue la violación de norma sustancial como consecuencia de error de hecho manifiesto en la apreciación de la demanda o de su contestación, o de determinada prueba, es necesario que el recurrente lo demuestre. Si la violación de la norma sustancial ha sido consecuencia de error de derecho, se deberán indicar las normas de carácter probatorio que se consideren infringidas explicando en qué consiste la infracción. (las negrillas no son del texto). 
2.1. En el caso presente, el censor fundó el primer cargo bajo el amparo de la causal quinta de casación y adujo que se incurrió en la nulidad contenida en el numeral 6 del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto el Tribunal no decretó de oficio la inspección judicial al predio objeto de la reivindicación. 

Al respecto, la Corporación indicó que «esa supuesta omisión del sentenciador, no podía ser denunciada a través de la causal quinta de casación, sino con fundamento en la primera, por la vía indirecta, como consecuencia de error de derecho» y más adelante se añadió «Además, aún de interpretar que el impugnante realmente acusó el fallo por violación indirecta de la ley sustancial, por la comisión de yerros de derecho, el cargo tampoco cumple con los requisitos legales para ser admitido, porque no se citaron las normas de disciplina probatoria infringidas por el Tribunal, ni se explicó la forma en la que fueron quebrantadas». 

Por otra parte, también se especificó que la supuesta equivocación atribuida al sentenciador no se configuraba, porque «la inspección judicial no es una prueba que deba ser decretada forzosamente en los juicios reivindicatorios». 

2.2. En ese sentido, se tiene definido que para invocar en casación una nulidad procesal deben reunirse las siguientes condiciones: 
«a) Que las irregularidades aducidas como constitutivas de nulidad general existan realmente; b) Que además de corresponder a realidades procesales comprobables, esas irregularidades estén contempladas taxativamente dentro de las causales de nulidad adjetiva que enumera el referido artículo 140; y por último, c) Que concurriendo los dos presupuestos anteriores y si son saneables, respecto de las nulidades así en principio caracterizadas no aparezca que fueron convalidadas por el asentimiento expreso o tácito de la persona legitimada para hacerlas valer» (CSJ SC, 5 Dic. 2008, Rad. 1999-02197). 
Entonces, las nulidades procesales están gobernadas por principios como el de la especificidad, trascendencia, protección y convalidación, por ello, el Código de Procedimiento Civil facultó al funcionario para rechazar de plano la solicitud de nulidad, cuando se funda en una causal diferente de las establecidas en la ley, en hechos que pudieron alegarse como excepciones previas o que ocurrieron antes de promoverse otro incidente de nulidad, o que se proponga después de saneada. 
Con fundamento en lo anterior, puede concluirse que la supuesta irregularidad alegada, no configura el motivo de nulidad invocado, porque el hecho descrito por el recurrente hace referencia a que en un proceso reivindicatorio no se haya decretado de oficio una inspección judicial al terreno, lo que no significa que se hubiesen omitido los términos u oportunidades para pedir o practicar pruebas. 

De otro lado, la Corte definió que se viola de manera indirecta la ley sustancial como consecuencia de la comisión de errores de derecho, cuando el sentenciador   «sin razón y existiendo serios motivos para que lo haga, no acude a las facultades conferidas por los los artículos 37 numeral 4, 179 y 180 del Código de Procedimiento Civil de decretar pruebas de oficio necesarias para la comprobación de «los hechos relacionados con las alegaciones de las partes», sin que ello conlleve suplir las cargas desatendidas por estas y que le son propias, sino el esclarecimiento de aquellas situaciones que obstruyen el deber de administrar pronta y cumplida justicia, pero siempre y cuando esa omisión tenga relevancia en la forma como se desató el pleito.
Es así como su práctica se hace imprescindible, entre otros, en asuntos de filiación, para identificar la relación  genética  de los involucrados; en los trámites de pertenencia, donde es obligatoria la inspección  judicial del bien, salvo cuando se trata de viviendas de interés social; y cuando se requieren para imponer una condena resarcitoria integral, al ocasionar un perjuicio que debe ser indemnizado.
Sin embargo, una recriminación por este sendero sólo se verifica si el medio de convicción está claramente sugerido o insinuado en el expediente, porque de no ser así, se estaría desconociendo la discrecionalidad con que cuenta el fallador al respecto. Ello ocurre, por ejemplo, cuando obra la prueba aunque indebidamente aducida o incorporada, hipótesis en la cual, de ser trascendente en la decisión, se hace imperioso regularizarla, porque de no hacerlo se produce una grave desatención de los elementos que conforman el plenario». 
Entonces el decreto de las pruebas de oficio, según lo tiene definido la Sala parte de dos supuestos, el primero se refiere a aquellos casos en los cuales por disposición expresa de la ley es deber obligatorio el decreto de pruebas de oficio, omisión que afecta la sentencia y permite promover en su contra el recurso extraordinario de casación, con fundamento en la causal primera, por violación de normas de disciplina probatoria que conduce a la trasgresión de disposiciones normativas sustanciales, siempre y cuando se reúnan los demás requisitos de procedibilidad y la omisión en el decreto y práctica de esos elementos persuasivos tenga incidencia en la decisión. 

El segundo evento se refiere a aquellos asuntos en los que se puede hacer uso de la facultad para decretar pruebas de oficio, con el propósito de aclarar aspectos confusos de importancia para el debate. «Es cierto que, en principio, el decreto de pruebas  de oficio  no es un mandato absoluto que se le imponga fatalmente al sentenciador, puesto que él goza de una discreta autonomía en la instrucción del proceso, circunstancia por la que no siempre que se abstenga de utilizar tal prerrogativa equivale a la comisión de su parte de un yerro de derecho. Además, no puede perderse de vista que hay casos en los cuales la actitud pasiva u omisiva del litigante que tiene la carga de demostrar determinada circunstancia fáctica, es la generadora del fracaso, bien de las pretensiones ora de sus defensas, por haber menospreciado su compromiso en el interior de la tramitación y en las oportunidades previstas por el legislador (…) Además, no puede perderse de vista, tal como lo tiene definido la jurisprudencia de la Sala, que para que pueda acusarse válidamente mediante la presente vía de impugnación extraordinaria una sentencia por haber incurrido en << error>>  de derecho respecto de una prueba y, más concretamente, por no haber decretado alguna de oficio dentro de la discrecionalidad que le es propia al juzgador, es requisito inexcusable, insoslayable e imperativo que la misma obre en el expediente» (CSJ SC 24 nov. 2008, rad. 1998-00529-01. En iguales términos SC 15 dic. 2009, rad. 1999-01651-01 y 2006-00161-01).


La Corte estableció sobre el aspecto bajo estudio: 

Ahora bien, el error de derecho como motivo de casación consiste, según se ha definido en la equivocada estimación de una determinada prueba desde el punto de vista de su valor formal, vale decir, que al respectivo medio de convicción se le atribuye un estatus legal que no tenía o se le dejó de dar la eficacia que la ley le concede. Tal yerro se configura cuando el sentenciador desatina en la estimación jurídica del medio de prueba por trasgredir las normas que rigen la aducción, incorporación, práctica o eficacia de tales medios de convicción.

La Corte también ha admitido que se configura el yerro bajo análisis cuando el funcionario judicial incumple su deber de decretar pruebas de oficio, siempre y cuando se reúnan los demás requisitos de procedibilidad de la causal primera de casación, y sea obligatorio el decreto y la práctica de los medios probatorios omitidos, como ocurre por ejemplo tratándose de la prueba genética en los procesos de filiación o impugnación de la paternidad o maternidad; la inspección judicial en los de declaración de pertenencia; el dictamen pericial en los divisorios; las indispensables para condenar en concreto al pago de frutos, intereses, mejoras o perjuicios, etc. De igual modo debe practicarlas para impedir fallos inhibitorios y evitar nulidades. (CSJ SC, 27 Nov. 2015, Rad. 2001-00247-01)
Ahora bien, como lo afirma el recurrente, la Corte admitió en algunos casos, que cuando se trata de la primera hipótesis expuesta, vale decir, en aquellos eventos en los cuales la ley exige de manera obligatoria la práctica de determinada prueba, como ocurre verbi gratia en los juicios de filiación con respecto al examen de genética que «tratándose de procesos de investigación o de impugnación de la paternidad o maternidad, en que los jueces tienen el deber legal de decretar –aún de oficio- los exámenes genéticos necesarios para establecer la verdadera filiación de la persona comprometida con la pretensión, según lo establece la Ley 721 de 2001, constituye nulidad procesal, en los términos del numeral 6º del artículo 140 del C. de P.C., el comportamiento obstructivo de una de las partes o, en general, su renuencia a colaborar en la práctica de dicha prueba, en tanto esa conducta se acompañe de una actitud pasiva del juzgador que, tolerante ante el cercenamiento de la oportunidad para practicar pruebas, se abstenga de adoptar medidas idóneas para remover –aún con determinaciones de tipo coactivo, pero legales-, los obstáculos puestos por el litigante reacio, de suyo percutores del vicio en comento, que puede ser alegado por la parte afectada, incluso a través del recurso de casación, si no se hubiere saneado (num. 5º, art. 368 ib.). 
Sin embargo, tal circunstancia no acaece en el sub judice, como ya se advirtió, porque tratándose de los juicios reivindicatorios, la ley no estableció de manera obligatoria la práctica de la inspección judicial, de ahí que no le asiste razón al impugnante, pues la inconformidad con el fallo, debió proponerla a través de la senda de la vía indirecta por error de derecho y no con fundamento en la causal quinta de casación. 
3. Con relación al segundo cargo propuesto bajo el amparo del numeral 1º del artículo 368 de la normatividad adjetiva, se denunció al ad quem por la comisión de supuestos yerros fácticos en la apreciación de las pruebas. 
Específicamente, sostuvo el censor que el Tribunal se equivocó porque fundó la sentencia en la prueba testimonial, que –según el impugnante- no era la pertinente para establecer la identificación del predio materia de la reivindicación y, en cambió desechó otros medios persuasivos, tales como las inspecciones practicadas en otros procesos, unas escrituras públicas y el folio de matrícula inmobiliaria nº 300-154037, con los que sí se demostró que la demandada no es poseedora de buena fe y que no detenta el predio por el tiempo establecido en la ley. 

En la providencia censurada se consideró que el recurrente «no precisó si el yerro atribuido al fallador se estructuró como consecuencia de alterar o cercenar el contenido material de las declaraciones de los terceros, como tampoco se realizó la labor de contraste entre lo que revelaban de manera objetiva esos medios probatorios, con el análisis que sobre ellos hizo el sentenciador, para dejar en evidencia la errada conclusión del fallo». 

Sin embargo, el impugnante sostiene que «se especificó el error en que incurrió el juez, al no utilizar las reglas de la sana crítica, de la ciencia y la experiencia y para el caso especifica se explicó el yerro». 

Sobre el requisito de técnica de la demostración del error, la Corte tiene definido que: 

«Cuando se aducen yerros de facto en la apreciación de los medios de convicción, el recurrente tiene la carga, una vez individualizado el medio en que recae el error, de indicarlo y demostrarlo; señalando cómo se generó la suposición o preterición o cercenamiento, y sin perder de vista que debe aparecer de manera manifiesta en los autos. Lo anterior por cuanto no siendo la casación una tercera instancia y si, en cambio, un recurso extraordinario, exige al recurrente la demostración cabal y concreta del error de apreciación probatoria en que incurrió dicho juzgador; cometido que requiere precisamente la individualización del medio respectivo, la exposición por el recurrente del contenido real de este, y la conclusión judicial errada que de él extrajo el sentenciador como consecuente resultado de la correspondiente labor de parangón». (CSJ SC, 27 Jul. 1999). 

Argumentos que también se reiteró en SC 14 May. 2001: 

«Cuando se alega la violación de la ley sustancial como consecuencia de error de hecho en la apreciación de las pruebas es necesario que el recurrente lo demuestre, actividad que debe cumplirse mediante una labor de contraste entre lo que extrajo el sentenciador de las pruebas que se tildan erróneamente apreciadas y lo que tales pruebas dicen o deja de decir, para ver de establecer el real efecto de dimana de la preterición o desfiguración de la prueba, siempre en el bien entendido de que no basta relacionarla ni con ofrecer la visión del recurrente, a la manera de un alegato de instancia, sino se confronta en sus términos con la sentencia acusada». 

En ese sentido, tal como se estableció en la providencia cuestionada, le correspondía al censor señalar el contenido de la prueba, luego precisar si la equivocación se produjo porque el sentenciador la supuso, omitió o cercenó y, por último, dejar en evidencia que la conclusión que el fallador extrajo de ese elemento demostrativo es errada, labor que no cumplió el casacionista. 

De otro lado, el impugnante no dejó en evidencia que el juicio probatorio realizado por el ad quem era arbitrario y que la única conclusión aceptable en la apreciación de las pruebas era la propuesta por el recurrente.  
4. Las razones expuestas son suficientes para concluir que el proveído objeto de reposición debe mantenerse inmodificable.
III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil,

RESUELVE:

NO REPONER el proveído dictado el 31 de marzo de 2016 dentro del presente asunto.

Notifíquese.

ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO

Presidente de Sala

MARGARITA CABELLO BLANCO
(Con excusa)
LUIS ALONSO RICO PUERTA

AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ

LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA
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